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     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cuatro (04) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación N° 1014
                                                 Hora: 3:30 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por los ciudadanos  AMPARO, JOSÉ FERNANDO, MARÍA DEL PILAR y OLGA LUCÍA GIRALDO PAREJA contra la Fiscalía Séptima Seccional de Patrimonio Económico de esta ciudad, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad.
2.- SOLICITUD 

Lo primero que debe aclararse es que si bien la demanda fue dirigida también contra el Juzgado Primero de Familia de Pereira, y las señoras MARÍA LUCERO y CIELO GIRALDO MARÍN, con la pretensión de que se suspenda el proceso verbal de declaración de sociedad marital de hecho iniciado por la señora MARÍA LUCERO GIRALDO MARÍN en el mencionado despacho bajo el radicado al N° 6600131100012015654, hasta tanto se resuelva la acción penal que cursa en la Fiscalía Séptima de Patrimonio Económico, conforme con lo dispuesto por la Sala Civil de este Tribunal en proveído de octubre 07 2016, esta Colegiatura solo conocerá lo atinente al ente fiscal referido.

Bajo ese entendido, los hechos concernientes a lo que es materia de decisión por esta Magistratura de acuerdo con lo narrado en el escrito de tutela y en la corrección del mismo, se puede sintetizar así: (i) el padre de los accionantes, JOSÉ JOAQUÍN GIRALDO GUTIÉRREZ, falleció en agosto 25 de 2016, y para ese momento se encontraba al cuidado de sus hijas MARÍA LUCERO y CIELO GIRALDO MARÍN; (ii) debido a inconvenientes familiares desde hacía 5 años no podían visitar a su progenitor en la residencia, no obstante en el año 2012 lograron verlo en la Clínica, y lo notaron deteriorado en su salud, tanto a nivel físico como cognitivo, y con diagnóstico de cuadriplejia y efisema pulmonar; (iii) la señora MARÍA OLIVA MARÍN VALENCIA, madre de las señoras MARÍA LUCERO y CIELO GIRALDO MARÍN, murió en septiembre 05 de 2014, y con posterioridad a ello sus descendientes protocolizaron la escritura pública N° 5332 de noviembre 18 de 2014, correspondiente a una compraventa con dación en pago respecto del inmueble ubicado en la carrera 15 Bis N° 24-52 y 24-54 de Pereira, el cual pertenecía a los señores JOSÉ JOAQUÍN y MARÍA OLIVA; (iv) debido a las irregularidades que se presentaron en esa escritura, entre ellas, la no lucidez del progenitor de los tutelantes en esa diligencia, el estado civil  para el momento de efectuarse la escritura, y el interés de apropiación del inmueble por parte de las señoras GIRALDO MARÍN, JOSÉ FERNANDO GIRALDO PAREJA presentó denuncia penal por la conducta punible de abuso de condiciones de inferioridad –artículo 251 C.P.-, la cual quedó radicada al N° 36201603997 y correspondió a la Fiscalía Séptima de Patrimonio Económico de esta ciudad; y (v) si bien ese despacho cuenta con dos años para realizar la respectiva indagación, no han visto ninguna gestión investigativa por parte del mismo.
Con fundamento en lo anterior, consideran afectadas las garantías constitucionales al debido proceso y a la igualdad.

3.- CONTESTACIÓN

-La Titular de la Fiscalía Séptima de Patrimonio Económico de esta ciudad informó que al despacho a su cargo correspondió por reparto el número de noticia criminal NUNC 660016000036201603997 por la conducta punible de abuso de condiciones de inferioridad, en atención a hechos denunciados en mayo 05 del presente año.
A consecuencia del conocimiento personal que tiene de la Dra. GIRALDO MARÍN, quien figura como denunciada, y conoce desde hace muchos años, consideró la existencia de un impedimento el cual manifestó a la Dirección Seccional de Fiscalías en octubre 28 de 2016, por lo que remitió la carpeta del caso y se encuentra a la espera de la decisión respectiva.

-Las señoras MARÍA LUCERO y CIELO GIRALDO MARÍN, vinculadas de manera oficiosa a este trámite, hicieron referencia a una serie de inconvenientes surgidos entre los aquí accionantes y su núcleo familiar, especialmente con relación a su señora madre, quien falleció en septiembre de 2014, y debido a esas desavenencias su progenitor, para protegerla, prohibió el ingreso de aquellos a su residencia.
Sobre el estado de salud de su padre indicaron que hace algún tiempo presentó bronconeumonía por una afección del esófago, lo que obligó su traslado a un centro asistencial en el que fue intervenido quirúrgicamente sin ninguna probabilidad de vida, pero sorpresivamente superó ese padecimiento, no obstante después de ello nunca volvió a recuperarse.
Fueron denunciadas por el hurto del inmueble ubicado en la carrera 15 Bis N° 24-52 del barrio Centenario de esta ciudad, en el que vivieron por muchos años sus padres, JOSÉ JOAQUÍN GIRALDO GUTIÉRREZ y MARÍA OLIVA MARÍN VALENCIA, y en la sucesión de ésta última les fue adjudicado el 50%, y el otro 50% por una dación en pago. 
Al realizar los trámites respectivos se percataron que había un error por parte de la Notaría al haber indicado que éstos eran casados, por lo se allegaron las declaraciones extrajuicio para aclarar que realmente se trataba de una unión marital de hecho, error que no puede atribuírseles como un acto doloso, por el contario se solicitó ante un juez de la República que se declare dicha unión con base en las pruebas documentales y testimoniales aportadas, proceso dentro del cual informaron desde el fallecimiento de su padre que tenían conocimiento de otros hijos del señor JOSÉ JOAQUÍN, aportaron los registros civiles que lograron obtener, y posteriormente informaron a los aquí actores al respecto.

En lo atinente a la investigación de carácter penal, con fundamento en los principios de igualdad y presunción de inocencia, se demostrará que todo corresponde a un afán desmedido de obtener los bienes que con tanto esfuerzo obtuvieron sus padres.

Acorde con lo anterior, solicitan no acceder a la petición invocada, por cuanto se acudió a la acción de tutela como una forma de impedir que avance un proceso adelantado de conformidad con la ley, donde el funcionario después de valorar el acervo probatorio determinará de manera imparcial si existió o no esa unión marital de hecho, lo que producirá efectos posteriores cuando se adelante el proceso de sucesión de los bienes en cabeza de su ascendiente, y donde los accionantes tendrán la posibilidad de ejercer sus derechos.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.
5.- SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad de los actores; en caso afirmativo, cuál es la actuación que debe  realizar la Fiscalía accionada a efectos de hacer cesar dicha vulneración.

5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la acción constitucional ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, los señores AMPARO, JOSÉ FERNANDO, MARÍA DEL PILAR y OLGA LUCÍA GIRALDO PAREJA concurren ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta  contra sus derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad, como quiera que -según afirman- por parte de la Fiscalía Séptima Seccional de Patrimonio de Pereira no se ha adelantado ninguna gestión investigativa con ocasión de la denuncia presentada contra las señoras MARÍA LUCERO y CIELO GIRALDO MARÍN por la presunta comisión de la conducta de abuso de condiciones de inferioridad,  radicada al N° 660016000036201603997. 

Si bien los accionantes no hicieron ninguna petición concreta frente a ese despacho, puesto que al parecer lo que se busca con esta demanda es lograr la suspensión de un proceso de unión marital de hecho que se adelanta en el Juzgado Primero Penal de Familia de esta ciudad, hasta tanto se finiquite la citada investigación, todo lo cual es objeto de la acción de tutela que por estos mismos hechos tramita la Sala Civil Familia de este Tribunal, se infiere que la pretensión en relación con la Fiscalía Séptima Seccional está orientada a que por parte del juez constitucional se ordene a dicho ente acelerar el trámite correspondiente a esa indagación preliminar.
De conformidad con la información aportada por la titular de la Fiscalía Séptima Seccional de Patrimonio Económico de esta ciudad, se logró establecer que la citada denuncia fue instaurada el pasado 5 de mayo, es decir, no han pasado ni 6 meses desde su presentación, y conforme con lo dispuesto en el parágrafo del artículo 175 C.P.P.: “La Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a partir de la recepción de la noticia criminis para formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de la indagación […]”. 
Los accionantes manifestaron estar enterados de ese término, pero aseguran que su inconformidad consiste en que no han tenido conocimiento que se haya adelantado ninguna gestión investigativa, argumento que no puede ser tenido como válido para que se pretenda por intermedio del mecanismo de tutela la intervención en una labor que es propia de ese ente por mandato constitucional y legal, por cuanto tiene la titularidad de la acción penal, máxime cuando se encuentra dentro del plazo legal consagrado para ello, y no se ha demostrado afectación de derechos fundamentales
. 
Además de lo indicado, de interferir el juez de tutela en ese trámite, potencialmente podría llegar a desconocer el derecho a la igualdad, por cuanto dispondría la emisión de pronunciamiento sin acatar el respeto debido a los turnos en los despachos, más aún cuando es evidente que las Fiscalías actualmente cuentan con una gran carga laboral y carecen del personal investigativo suficiente para colmar las expectativas que tienen muchas de las personas que a diario acuden ante el órgano encargado de la persecución penal en busca de alguna solución.

De igual forma, no puede pasarse por alto que la funcionaria titular de la citada Fiscalía indicó que luego de estudiar el caso, se vio en la necesidad de poner de manifiesto al Director Seccional de Fiscalías en octubre 28 de 2016, su impedimento para conocer del asunto, en virtud de la amistad que tiene con la Dra. MARÍA LUCERO GIRALDO MARÍN, quien figura como una de las denunciadas, y está a la espera de que se defina la aceptación del mismo, lo que permite inferir que hasta que se determine lo pertinente no puede adelantar ninguna actuación dentro de dicha indagación, y de aceptarse el impedimento se remitiría la noticia criminal a otro fiscal.
La jurisprudencia ha aceptado la eventual injerencia del juez de tutela cuando está de por medio la presencia de una situación que conlleve la necesidad de amparo por razón de una determinación judicial que implique una lesión a un derecho constitucional, y no contar el afectado con mecanismos judiciales idóneos para abogar por la vigencia de dicha prerrogativa
. Situación que no se presenta en este asunto, toda vez que como ya se dijo, ni siquiera se ha superado el lapso establecido por el legislador para adelantar las labores investigativas pertinentes en aras de recaudar los elementos probatorios y evidencias físicas suficientes para imputar, o en caso contrario archivar la investigación, o incluso, solicitar una preclusión ante el juez de conocimiento.
El sistema jurídico colombiano confiere especial importancia al cumplimiento de los términos procesales y ello se extrae de lo reglado en el canon 228 de la Constitución Política, donde se indica: “los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado”. Igualmente del artículo 4° de la Ley 270/96 -Estatutaria de la Administración de Justicia- cuando refiere: “la administración de justicia debe ser pronta y cumplida. Los términos procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su violación constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar”. Lo anterior para significar que una de las manifestaciones del debido proceso se refleja en que las actuaciones judiciales y administrativas se adelanten sin dilaciones injustificadas, y por ende quien ostente la calidad de denunciante no debe permanecer en la indefinición respecto de la investigación, lo cual, de presentarse, constituye una clara violación al debido proceso y a la recta y debida administración de justicia

El canon 86 de la Carta Política prescribe: “[…] Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable […]”. Y en el caso objeto de estudio se advierte que la normativa bajo la cual se adelanta la referida investigación -Ley 906/04- ofrece a los participantes los instrumentos a los cuales puede acudir al evidenciar que la mora en la toma de decisiones en los respectivos procesos pone en riesgo sus derechos fundamentales, en la cual en el caso puesto de presente no se ha incurrido.

Como vemos, la ley otorga distintos mecanismos a las partes para que puedan hacer cumplir los plazos dentro de la actuación penal con la finalidad de resguardar el derecho a un proceso sin dilaciones injustificadas, de ahí que en principio surge la improcedencia de acudir a la vía de la tutela
 para eventos como el que ahora es objeto de estudio por esta Corporación. Y decimos en principio, porque tal situación se debe analizar en cada caso concreto habida consideración a que en determinados eventos esas opciones, se repite, no son realmente eficaces.
Sea como fuere, al margen de esas opciones judiciales que en la situación puesta de presente no tendrían viabilidad alguna, es lo cierto que la Colegiatura no observa la conculcación de ninguna garantía fundamental susceptible de ser amparada, por cuanto por parte de la Fiscalía Séptima Seccional de Patrimonio Económico de Pereira (Rda.) no se ha incurrido en ninguna acción u omisión que atente contra los derechos fundamentales de los actores; en consecuencia, se negará el amparo constitucional impetrado. 

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo deprecado por los ciudadanos AMPARO, JOSÉ FERNANDO, MARÍA DEL PILAR y OLGA LUCÍA GIRALDO PAREJA, por las razones expuestas en el cuerpo motivo de esta providencia.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Esta posición se sustenta en la sentencia CSJ SPT, 10 may. 2010, rad. 47621, en la cual se analizó un caso situación similar.


� CSJ STP, 29 ago. 2013, rad. 68927


� Al respecto se ha pronunciado la H. CSJ en las sentencia STP 78767 y 79169 de 2015.
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